
“Hay que conversarlo en la in-
terna”. Así expresó ayer su dis-
tancia la ministra de Salud, May
Chomali, con la indicación pro-
puesta por el Ejecutivo al proyec-
to que modifica el sistema de ex-
pulsiones administrativas.

La enmienda obligaría a insti-
tuciones como Fonasa, hospita-
les, consultorios, isapres, entre
otros organismos, a entregar an-
tecedentes al Servicio Nacional
de Migraciones para facilitar di-
chos procesos.

En conversación con Radio
13C, Chomali afirmó que “noso-
tros lo estamos mirando con
bastante preocupación, porque
nosotros no podemos, desde el
Ministerio de Salud, informar
de esos temas, porque esa es in-
formación que se está entregan-
do en el contexto de una aten-
ción sanitaria”.

Riesgos sanitarios

“No podemos desde Salud ne-
gar una atención, porque no sola-
mente ponemos en riesgo la vida
de esa persona, sino que también
ponemos en riesgo la vida del
resto de la población. Un niño
migrante irregular no vacunado
es un riesgo de muerte para ese
niño, pero también es un riesgo
de contagio para otros niños chi-
lenos”, señaló.

“Esto es algo que ya lo había-
mos conversado en el contexto
de los Consejos de Ministros y es
algo que nosotros no podemos ir
en contra de la ley (…) y tampoco
podemos negarle la atención de
salud a un migrante”, comentó la
ministra.

El Presidente José Antonio

Kast se refirió al tema: “Nunca
dudaríamos de que hay que dar
la atención médica de urgencia,
como lo hemos señalado siempre
y en eso comparto la preocupa-
ción de la ministra, de atender a
las personas que
tengan alguna en-
fermedad o urgen-
cia. Pero cuando
personas se presen-
tan a un servicio de
salud y no se identi-
fican, necesitamos
algún grado de aler-
ta, no para no atenderla, sino que
por el mismo sentido del orden
que requerimos en nuestro país,
tenemos que ir teniendo infor-
mación y velando por que todas
las personas en Chile se vayan
identificando”.

La indicación fue
presentada por el
subsecretar io del
Inter ior , Máximo
Pavez, quien ayer
aseguró que se apli-
c a r á s o l o c u a n d o
h a y a “ p r o c e d i -
mientos de expul-
sión migratoria”.

Señaló que “las
instituciones perma-
nentemente les en-
tregan información a
las policías en múlti-
ples procedimientos;
acá solamente esta-
mos agregándoleS
esa facultad que ya
existe para los fines
migratorios”.

R e s p e c t o a l a
“preocupación” que
tiene Salud, el subse-
c r e t a r i o d i j o q u e
“nunca se han tocado
los derechos y debe-

res de los pacientes”.
“Esto resguarda todas las ga-

rantías constitucionales, y lo
que hace es que, cuando requi-
ramos una información para
poder materializar un procedi-

miento de sanción
migratoria o de ex-
pulsión migratoria,
podamos tener un
documento, un da-
to, tal cual como di-
jo el Presidente, pa-
ra ubicar a las per-
sonas”, detalló.

“La preocupación de la minis-
tra, nosotros la tenemos incor-
porada, que es que los derechos
y deberes de los pacientes no se
van a tocar, y en ese sentido no
hay ninguna descoordinación”,
precisó Pavez.

Por indicación a proyecto que refuerza expulsiones

Migrantes: ministra Chomali
advierte “preocupación”, pero
Interior niega descoordinación

JUDITH HERRERA C. y BENJAMÍN COURT

MEDIDA.— La ministra Chomali apuntó a que la
indicación podría pasar a llevar la ley de derechos
y deberes de los pacientes.
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PROYECTO
La indicación fue

presentada el miércoles
al texto que se discute

en el Senado.

La propuesta obligaría a hospitales y consultorios a entregar
antecedentes a Migraciones. Subsecretario Máximo Pavez
afirma que se resguardarán garantías constitucionales.

J o s é T o m á s
Santa María,
presidente de
la ANP. 

Total sorpresa hubo en la Aso-
ciación Nacional de la Prensa
(ANP) cuando, al presentar el pro-
yecto de Reconstrucción Nacio-
nal, La Moneda incluyó un artícu-
lo que permite a las plataformas
tecnológicas utilizar —gratis—
los contenidos protegidos por el
derecho de autor para alimentar
sus inteligencias artificiales (IA).

“Empatizamos totalmente con
los argumentos del ministro de
Hacienda, Jorge Quiroz, respecto
de la necesidad de atraer inversio-
nes tecnológicas. No solo compar-
timos, sino que apoyamos iniciati-
vas que tengan ese objetivo. ¿Có-
mo podríamos estar en contra?”,
se pregunta José Tomás Santa Ma-
ría, presidente de la ANP y direc-
tor de Diario Financiero, a propó-
sito de la estrecha relación entre
los medios y la tecnología.

El problema, resume, es que co-
mo estaba planteado el artículo
“terminaba afectando obras que
tienen reserva de derecho de autor
(...). Quien lo expresó de manera
más clara fue el diputado Diego
Schalper, que enfatizó sobre la ne-
cesidad de respetar los derechos
de propiedad de los medios”.

—¿Cuál es el origen de este artí-
culo? ¿Cuál es su afán?

“El ministro Quiroz nos ha
planteado que hay una posibili-
dad de atraer inversiones en gran-
des data centers de minería de da-
tos, sobre todo en el norte del país,
porque son infraestructuras que
requieren espacios grandes y
energía muy barata. Pero tiene
que hacerse res-
petando los dere-
chos de propie-
dad intelectual”.

“Sin duda, lo
que hay detrás es
un l o bb y muy
fuerte de las em-
presas tecnológi-
cas. Eso queda
bastante claro
con los dichos de
la propia minis-
tra de Ciencia,
Ximena Linco-
lao, sobre con-
versaciones que
ha tenido con las
grandes empresas tecnológicas
norteamericanas, que le han soli-
citado que en Chile existan leyes
habilitantes para desarrollar sus
negocios”. 

—¿Por qué afecta a la prensa?
“Tenemos que entender la gran

transformación que ha sufrido la
industria de medios con la apari-

ción de las grandes plataformas.
No solo en la forma como nos rela-
cionamos con nuestras audien-
cias, sino también en el modelo de
negocio. Buena parte de los ingre-
sos publicitarios que recibían los
medios se trasladaron a las plata-
formas. ¿Estamos en contra? No,
no tendríamos cómo. Vivimos en

una sociedad
competitiva, y si
la publicidad se
fue hacia esos es-
pacios es porque
probablemente
las empresas
vieron ahí ven-
tajas comparati-
vas. Lo que nos
preocupa es que
la forma en que
las grandes pla-
taformas captan
audiencias es a
través de nues-
tros contenidos.
Y que no hay re-

tribución por ello”. 
Conocido el proyecto, explica

Santa María, tuvieron conversa-
ciones con Hacienda sobre el con-
trovertido artículo. Quiroz, dice,
se mostró “muy receptivo”.

—Pero eso no se vio reflejado
en la indicación sustitutiva.

“No, porque, bueno, hay que
dar un poco de contexto. Vivimos

en una industria que está cam-
biando muchísimo y a una veloci-
dad meteórica, donde todos los
países enfrentan discusiones co-
mo esta. Son debates hipercom-
plejos, que mezclan tecnología,
derechos de autor, comunicacio-
nes y el mundo de los artistas e
intelectuales, y que se han ido re-
solviendo de distinta manera. El
diputado Schalper también decía
que acá se buscaba resolver esto
no de una manera excepcional, si-
no excepcionalísima, porque la
fórmula era una que no se ha da-
do en ninguna parte del mundo.
Por lo tanto, si buscamos avanzar
en un debate tan
complejo, démo-
nos un tiem-
po más largo
para discutir-
l o , p o r q u e
sus e fec tos
p u e d e n s e r
múltiples y per-
manentes”.

—Si el Gobierno
fue “receptivo”,
¿por qué la indi-
cación terminó
siendo peor?, co-
mo dijo la ANP.

“Me imagino
que buscaron de
buena fe la mejor so-

lución. Lo que ha planteado el mi-
nistro es que, como se está permi-
tiendo un acceso gratuito a las he-
rramientas de IA, a modo de com-
pensación se elabora un fondo
para el impulso y el desarrollo de

la propiedad intelectual por un
mínimo de unos $5 mil millones.
Nosotros creemos que ese fondo
no es una buena solución”.

“Uno podrá cuestionar el mon-
to, que el fondo sea liderado por
autoridades del Estado (ahora o en
el futuro puede terminar siendo
una fórmula de presión de quien
ocupe el gobierno en su relación
con los medios) o cómo se reparte.
Pero el tema tiene que ver más
bien con principios. Acá se estaba
entregando gratuitamente (los
contenidos con derecho de autor)
a las herramientas IA, además, en
la indicación posterior de manera
mucho más clara, sin tener ningún
espacio de reserva”. 

“Pero más allá del fondo, para
nosotros es muy importante que
el proyecto tenga una herramien-
ta que se llama Opt-Out, que es un
mecanismo de reserva expresa de

derecho. Es decir, que los titula-
res puedan optar por reservar-
se su derecho y que su obra
quede protegida y no sea usa-
da gratuitamente por herra-
mientas de IA, lo que permite
que a futuro puedas sentarte a
negociar con una plataforma, o

puedas sencillamente res-

guardar el derecho de tu obra por-
que así te parece”. 

—¿Cómo valoran que la comisión
de Hacienda de la Cámara recha-
zara el artículo?

“Como asociación planteamos
que esta norma vulneraba los de-
rechos de propiedad de autores y
afectaba a los medios de prensa. Y
afectar a los medios de prensa es
afectar a la democracia. Estamos
agradecidos de los parlamentarios
que acogieron esa visión y cree-
mos que es una buena señal. Por
supuesto, estamos abiertos a se-
guir discutiéndolo”.

—Falta que el Ejecutivo explicite
qué va a hacer.

“Sí, esperamos la decisión del
Ejecutivo, que podría eventual-
mente reponer el artículo”.

“No se trata de defender un ne-
gocio, estamos defendiendo dere-
chos y la subsistencia de los me-
dios de comunicación en demo-
cracia. Eso es lo que está en juego”.

“Muchos probablemente sien-
ten que es natural que existan me-
dios. Que existan El Mercurio, La
Tercera, Diario Financiero o las
decenas de diarios regionales en
todo el país. Pero eso no es obvio,
los medios enfrentan una crisis fi-
nanciera y nos hemos desvivido
por encontrar el modelo que per-
mita sustentarlo. Y quisiera que
nos imagináramos cómo sería
Chile sin esos medios, sin salas de
redacción con 60, 70 periodistas
buscando qué es cierto, qué no,
distinguiendo lo importante de lo
que no, dando el espacio al debate
de ideas, fiscalizando al poder de
turno. No estoy llamando a subsi-
diar a los medios, de ninguna ma-
nera. Tenemos que ser capaces de
encontrar nuestro modelo, pero
en esa búsqueda queremos que se
pague por lo que generamos, por-
que no hay otra manera de hacerlo
sustentable”. 

José Tomás Santa María, presidente de la Asociación Nacional de la Prensa:

“No se trata de defender un negocio,
estamos defendiendo derechos y la
subsistencia de los medios en democracia”

IVÁN MARTINIC 

El dirigente agradece a los diputados de la comisión de Hacienda que rechazaron el controvertido artículo de
la ley de reconstrucción sobre propiedad intelectual y llama a un debate más profundo y pausado.

“Se hace absolutamente indis-
pensable, en pos de velar por los
principios del Estado de Dere-
cho, seguridad jurídica y cum-
plimento y respeto de las resolu-
ciones judiciales, que se pida
cuenta a las instituciones estata-
les mandatadas por el fallo, para
que expongan sobre el cumpli-
mento del plan de desalojo par-
cial de los ocupantes ilegales que
aún se mantienen en parte de los
terrenos de propiedad de mis re-
presentados”. 

De esta manera, el abogado
de la constructora San Antonio
S.A., Diego Pereira, solicitó a la
Corte de Valparaíso que exija a
las autoridades explicar, “bajo
apercibimiento de desacato”,
por qué no han reanudado el
lanzamiento de los usurpado-
res de la parte del predio que es
objeto de la megatoma en la ho-
mónima ciudad portuaria, y
que sigue siendo propiedad de
su cliente.

Tal desalojo afecta a las 105
hectáreas en que viven unas
1.700 familias y que están fuera
de las 110 hectáreas en expropia-
ción por parte del Minvu. El pro-
cedimiento partió en enero, con
una resistencia violenta de los
ocupantes, y había avanzado en
regresar a sus dueños 62 há, des-
plazando de ellas a 756 familias,
cuando fue suspendido, ya que
la fuerza pública regional debió
abocarse a la seguridad del Festi-
val de Viña del Mar. 

Pero en el escrito ingresado a
la Corte, los propietarios del te-
rreno señalan que de acuerdo
con su programación inicial, en
abril debieron haber recupera-
do la totalidad del predio que
no está siendo expropiado, pe-
ro sigue pendiente hacerlo con
29 hectáreas.

“Preocupante es la absoluta
falta de comunicación por parte
de las autoridades”, pese a las so-
licitudes formuladas al delegado
(Manuel) Millones, dice el escri-
to. Por ello, pide que los ministe-
rios del Interior, Vivienda, Bie-
nes Nacionales y Desarrollo So-
cial, y el municipio de San Anto-
nio, rindan cuenta a la Corte del
cumplimiento del fallo dictado
en junio de 2023 por la Suprema. 

Ayer, el aludido delegado pre-
sidencial regional sostuvo que
“hemos tenido reuniones con
vecinos agrupados en comités y
en cooperativas para dar infor-
mación y el Minvu entregó un
catastro actualizado relevante
para continuar el desalojo”.

Ante la Corte de Valparaíso: 

Propietarios piden que autoridades
expliquen por qué no reanudan el
desalojo de la toma en San Antonio

“Es absolutamente indispensable, en pos de velar por los
principios del Estado de Derecho”, reclaman. Lanzamiento
fue suspendido tras recuperar 62 hectáreas; faltan otras 29. 

MAURICIO SILVA

REUNIÓN.— Las nuevas autoridades resolvieron mantener la suspensión en marzo para preparar el acompaña-
miento social a los desalojados. Esta semana se reunirían con los dueños del predio en virtud de la Ley de Lobby. 
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n Clipping: Minería bajó licitación y hay
conversaciones con empresas del rubro 
Otra “batalla” de la ANP por los derechos de

autor apunta a las empresas de clipping, que
venden resúmenes de prensa elaborados a partir
de los contenidos que generan los medios. 

Es un servicio, plantea Santa María, que se ha
extendido tanto en el Estado como en el sector
privado. “Creemos que esa empresa de clipping
debe pagar una licencia por los contenidos que
utiliza y por el negocio que ellos hacen en base a

esto”, enfatiza.
Por este tema se han reunido con el Ejecutivo y,

recientemente, se logró que el Ministerio de Mine-
ría “bajara” una licitación por ese servicio que no
tenía una cláusula sobre el derecho de autor.
Además, revela el presidente de la ANP, “ha habi-
do conversaciones con empresas de clipping que
se han acercado a nosotros para lograr un acuer-
do. Es un ejemplo de lo que uno podría buscar”. 
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‘‘Nuestra posición
como ANP es que si las
grandes plataformas
usan nuestros
contenidos para atraer
a su audiencia y de esa
manera monetizan o
hacen negocio,
debieran compensar
nuestro trabajo”.

1.700
familias vivían en el predio que
no está siendo expropiado por el

Ministerio de la Vivienda.

2.300
ocupantes ilegales han sido

desalojados hasta ahora del cam-
pamento, desde que el operativo

partiera en enero. 
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